
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

RESOLUCIÓN 239/2016

Recurso nº 160/2016

Resolución nº 239/2016

En Madrid, a 1 de abril de 2016

VISTO el recurso interpuesto por D. A. M. B., en representación de la empresa VÁLVULAS AUTOMÁTICAS

ROSS, SA, contra el acuerdo de adjudicación del contrato de suministros de “ventosas y sus repuestos para

la Mancomunidad de los Canales del Taibilla, años 2015-2017, Expediente S-05/15-11” convocado por el

Comité Ejecutivo de la Mancomunidad de los Canales del Taibilla; el Tribunal, en sesión del día de la fecha,

ha adoptado la siguiente resolución:

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El órgano de contratación arriba identificado anunció en el Diario Oficial de la Unión Europea de 19

de agosto de 2015 la licitación pública, por procedimiento abierto y tramitación ordinaria, para la contratación

del contrato de suministros de “ventosas y sus repuestos para la Mancomunidad de los Canales del Taibilla,

años 2015-2017, Expediente S-05/15-11”, con un valor estimado que asciende a 763.193,60 €.

Segundo. La licitación se lleva a cabo de conformidad con los preceptos de la Ley de Contratos del Sector

Público -cuyo texto refundido (TRLCSP en adelante) fue aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14

de noviembre- y con las demás normas de desarrollo aplicables a los poderes adjudicadores que tienen el

carácter de Administración Pública.

Tercero. Presentadas las ofertas por los licitadores, se inicia la tramitación del expediente de contratación,

acordándose,  en la  sesión  celebrada  por  la  Mesa de  Contratación  el  día  18 de diciembre  de 2015,  la

adjudicación del contrato de suministros a la empresa STOP-FLUID, S.L.

Cuarto. La resolución es notificada a la empresa hoy recurrente el día 4 de enero de 2016. El día 18 de

enero de 2016 tiene entrada en el registro del Órgano de Contratación el recurso especial en materia de 
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contratación. Recurso que fue subsanado, a requerimiento de la Secretaría este Tribunal, por escrito con

fecha de entrada de 16 de marzo de 2016.

Quinto. Recibido por el Tribunal el expediente administrativo, y el correspondiente informe del órgano de

contratación, la Secretaría del Tribunal ha dado traslado del recurso interpuesto a los demás licitadores,

otorgándoles un plazo de cinco días hábiles para que, si lo estimaban oportuno, formulasen alegaciones. Se

ha  recibido  únicamente  escrito  de  la  empresa  adjudicataria  STOP-FLUID,  SL,  el  día  21  de  marzo  del

presente año.

Sexto.  El día 10 de marzo de 2016 el Tribunal acordó conceder la medida provisional consistente en el

mantenimiento de la suspensión automática de la adjudicación, defiriendo su levantamiento a la decisión

definitiva en virtud de lo dispuesto en los artículos 45, 46.3 y 47.4 del TRLCSP.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. El  presente  recurso  se  interpone  ante  este  Tribunal,  que  es  competente  para  resolverlo  de

conformidad con lo dispuesto en el artículo 41 del TRLCSP.

Segundo. Se recurre el acuerdo de adjudicación dictado en un procedimiento para la adjudicación de un

contrato de suministros sujeto a regulación armonizada, por lo que nos encontramos ante un acto recurrible

por esta vía de conformidad con lo establecido en los artículos 15.1.a) y 40.2.c) del TRLCSP.

Tercero. La  empresa  recurrente,  dada  su  condición  de  licitadora,  ostenta  legitimación  activa  para  la

interposición del recurso, en base a lo dispuesto en el artículo 42 del TRLCSP, el cual afirma que “podrá

interponer el  correspondiente  recurso especial  en materia  de contratación toda persona física o  jurídica

cuyos  derechos  o  intereses  legítimos  se  hayan visto  perjudicados o  puedan  resultar  afectados por  las

decisiones objeto de recurso”.

Asimismo, se han cumplido las prescripciones de plazo establecidas en el artículo 44.2 del TRLCSP, que dice

que “El procedimiento de recurso se iniciará mediante escrito que deberá presentarse en el plazo de quince

días hábiles contados a partir del siguiente a aquel en que se remita la notificación del acto impugnado de

conformidad con lo dispuesto en el artículo 151.4.”.

Cuarto. El recurso interpuesto se fundamenta esencialmente en las siguientes alegaciones: En primer lugar,

se impugna la valoración recibida en la oferta técnica, manifestando que es incorrecta, tanto aquella como la

propia adjudicación, recogiendo razones técnicas de las que se deduce el error de la valoración que hacen

que esta sea injusta.
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En segundo lugar, se alega la falta de motivación del informe de valoración final a la hora de determinar la

diferente  puntuación  de  las  distintas  ofertas.  Lo  que  provoca,  según  manifiesta  la  entidad  recurrente,

indefensión proscrita por el artículo 24 de la CE y la consiguiente nulidad de pleno derecho del acuerdo de

adjudicación, de acuerdo con el artículo 62 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, LRJAP-PAC.

Se dice además que se ha citado en el Pliego, entendemos que se refiere al de Prescripciones Técnicas (en

adelante PPT), una marca determinada de ventosas, lo que limita la libre competencia reconocida en el

artículo 38 de la CE, y anula la adjudicación. Que la petición de suministros viene referida a un modelo

determinado,  el  de la  propia  adjudicataria,  cuando en las instalaciones de la propia Mancomunidad hay

instaladas ventosas de varias marcas.

En tercer lugar, se dice que en el informe de valoración no se puede entender la fórmula de puntuación y que

se ha dado una importancia excesiva, que distorsiona la puntuación técnica, a los plazos de entrega.

Por ello, se interpone el recurso interesando que se declare la nulidad de la totalidad del procedimiento,

desde  su  inicio,  publicándose  un  nuevo  anuncio  de  licitación  que  respete  la  legalidad  vigente,  y

subsidiariamente, que se proceda a la anulación del informe de valoración final, emitiéndose otro a luz de lo

manifestado en el recurso, debiendo ser la oferta de la empresa recurrente la valorada en mejor posición que

las de las otras licitadoras.

Quinto. Por otro lado, el Órgano de Contratación en su informe defiende la adjudicación propuesta por la

Mesa de Contratación. Entienden que la puntuación técnica es la correcta y que está motivada de acuerdo

con un anexo que adjunta al informe remitido a este Tribunal. Se dice además que no están obligados a

justificar  las características técnicas de los productos a  instalar  y  que las ventosas a  suministrar  serán

destinadas a repuestos de otras existentes y en servicio. Se defiende la fórmula de puntuación empleada,

indicándose que es entendible, así como la importancia de la valoración de los plazos de entrega a la vista

de las necesidades del servicio.

Sexto. Por su parte, la empresa adjudicataria, STOP FLUID, SL, alega, en defensa de la adjudicación la falta

de  legitimación  del  recurrente  por  no  acreditar  la  representación  que  se  irroga,  motivo  que  debe

desestimarse desde ya al haberse subsanado tal defecto formal.

También  aduce  la  inadmisibilidad  del  recurso  por  extemporaneidad,  aun  desconociendo  la  fecha  de

notificación  de  la  resolución  de  adjudicación.  Motivo  que  debe ser  también  rechazado al  constar  en  el

expediente la notificación de aquella el día 4 de enero de 2015 y haber tenido entrada el escrito de anuncio

del  recurso en la sede del Órgano de Contratación,  y el  propio recurso,  el  día  18 del  mismo mes,  por

consiguiente, dentro del plazo de 15 días hábiles que señala el artículo 44.2 TRLCSP, tal y como ya se indicó

en el fundamento de derecho tercero de esta resolución.
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Finalmente se formula oposición también a la declaración de nulidad de todo lo actuado, alegando que tal

petición es inadmisible dado que se ha excedido con creces el plazo de 15 días señalado para recurrir desde

la  publicación  del  anuncio  de  licitación.  Y del  mismo modo y, por  otro  lado,  se  formula  oposición  a  la

impugnación del  informe de valoración,  al  ser  este  un acto de trámite  que decide sobre el  fondo de la

adjudicación y haber transcurrido también el plazo para recurrir. Por último, se defiende la puntuación técnica

obtenida  por  su  oferta  en  base  a  la  discrecionalidad  técnica  de  la  Administración,  citando  doctrina

consolidada de este Tribunal, y las características técnicas de los productos ofrecidos para el suministro.

Séptimo. Entrando en el fondo del recurso, se ha de comenzar con la petición de declaración de nulidad de

todo lo tramitado contenida en el suplico del recurso, instándose la publicación de un nuevo anuncio de

licitación. Petición que ha de ser desestimada, pues no solo es que no se haya alegado ningún vicio de

nulidad de pleno derecho que determine la nulidad radical de dicho anuncio, el recurso se refiere en su

fundamentación exclusivamente a la del acuerdo de adjudicación, sino que el recurrente olvida que ha de

pasar por sus propios actos y que no impugnó en su debido momento (artículo 145 TRLCSP) el anuncio de la

licitación, tal y como le habilita el artículo 40.2.a) del TRLCSP.

Sobre  la  doctrina  de  los  actos  propios  ya  ha  tenido  ocasión  de pronunciarse  este  Tribunal  de  manera

reiterada, ya en la resolución de 30 de abril de 2015, recurso número 334/2015, que cita, entre otras, las

Resoluciones 59/2012, de 22 de febrero 142/2012, de 28 de junio, 155/2011, de 8 de junio, 172/11, de 29 de

junio, 502/2013, de 14 de noviembre, o 19/2014, de 17 de enero, 931/2014, de 18 de diciembre, decíamos:

“la falta de impugnación en plazo de los Pliegos obliga a los recurrentes, en virtud del principio de prohibición

de  actuación  contraria  a  sus  propios  actos  (venire  contra  factum  propium  non  valet),  a  pasar  por  su

contenido, con la única excepción de que se aprecie la concurrencia de causa de nulidad radical en los

Pliegos: “los pliegos que elabora la Administración y acepta expresamente el licitador al hacer su proposición

constituyen la ley del contrato y vinculan, según constante jurisprudencia del  Tribunal Supremo español,

tanto a la Administración contratante como a los participantes en la licitación, sin perjuicio de la eventual

apreciación ulterior de vicios de nulidad de pleno derecho” (Resoluciones 241/2012, de 31 de octubre, y

83/2014, de 5 de febrero, entre otras).

Por tanto, salvo en los mencionados supuestos de nulidad de pleno derecho (con el carácter excepcional que

caracteriza a la nulidad radical y con la interpretación restrictiva de que la misma ha de ser objeto), no cabe

argumentar en un recurso especial supuestas irregularidades de los Pliegos cuando éstos no han sido objeto

de previa y expresa impugnación (por todas, Resolución 502/2013, de 14 de noviembre).

Octavo. Igual suerte debe correr la impugnación de la valoración técnica de la oferta, pues como bien señala

la empresa adjudicataria,  dicha valoración está amparada por la llamada discrecionalidad técnica de los

Órganos de Contratación.

Decíamos recientemente en las Resoluciones 6/2016, de 12 de enero y 343/2015, de 17 de abril de 2015,

que el Tribunal ha declarado en reiteradas ocasiones (por todas, Resoluciones 246/2012, de 7 de noviembre,
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606/2013,  de  4  de  diciembre,  288/2014,  de  4  de  abril,  344/2014,  de  25  de  abril,  718/2014,  de  26  de

septiembre, o 255/2015, de 23 de marzo) que en la valoración de los criterios eminentemente técnicos asiste

a la Administración la denominada discrecionalidad técnica: “Es de plena aplicación a los criterios evaluables

en  función  de  juicios  de  valor  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  respecto  de  la  denominada

discrecionalidad técnica de la Administración. Ello supone que tratándose de cuestiones que se evalúan

aplicando criterios estrictamente técnicos, el Tribunal no puede corregirlos aplicando criterios jurídicos. No se

quiere decir con ello, sin embargo, que el resultado de estas valoraciones no puedan ser objeto de análisis

por parte de este Tribunal, sino que este análisis debe quedar limitado de forma exclusiva a los aspectos

formales de la valoración, tales como las normas de competencia o procedimiento, a que en la valoración no

se hayan aplicado criterios de arbitrariedad o discriminatorios, o que finalmente no se haya recurrido en error

material al efectuarla. Fuera de estos casos, el Tribunal debe respetar los resultados de dicha valoración”.

Por su parte, las Resoluciones 159/2012, de 30 de julio, 550/2014, de 18 de julio, y 718/2014, de 26 de

septiembre, señalaban que “sólo en aquellos casos en que la valoración deriva del error, la arbitrariedad o el

defecto procedimental caber entrar, no tanto en su revisión, cuanto en su anulación -seguida de una orden de

práctica de una nueva valoración de conformidad con los términos de la resolución que la acuerde-, a lo que

se añade que, para apreciar la posible existencia de error en la valoración no se trata de realizar ‘un análisis

profundo de las argumentaciones técnicas aducidas por las partes sino más exactamente y tal  como la

jurisprudencia  ha puesto de manifiesto,  de valorar  si  en la  aplicación del  criterio  de adjudicación se ha

producido  un  error  material  o  de hecho que  resulte  patente  de  tal  forma que  pueda ser  apreciado  sin

necesidad de efectuar razonamientos complejos’ (resolución de este Tribunal núm. 93/2012)”.

A la vista de la doctrina recogida, dado que, lo alegado por el recurrente no pone de manifiesto ningún error

material,  ninguna  arbitrariedad,  ni  ningún  defecto  procedimental,  sino  que  se  limita  a  discrepar  de  la

evaluación de su oferta, solo cabe confirmar la valoración realizada y estimar ajustado a derecho el acuerdo

de exclusión impugnado.

Noveno. Sin embargo, en cuanto a la falta de motivación del informe de valoración, si se ha de dar la razón a

la empresa recurrente, desestimando el motivo de oposición esgrimido tanto por el Órgano de Contratación

como por la empresa STOP FLUID, SL.

Con carácter previo,  se ha de indicar que, no obstante la defectuosa redacción del  suplico del  recurso,

entendemos que el acto recurrido es el del acuerdo de adjudicación y no el informe final de valoración. Tanto

en el anuncio del recurso, como en el propio recurso, se manifiesta de manera expresa y evidente la voluntad

de recurrir el acuerdo de adjudicación. No podemos olvidar, además, que dicho acuerdo, a la hora de motivar

la decisión que en el mismo se recoge, se remite expresamente al informe de valoración, y al acta de la

Mesa de Contratación, a los efectos del artículo 151.4 del TRLCSP. Por lo que, el texto del informe, por

remisión,  se  ha  de  entender  incorporado  al  acto  administrativo  susceptible  de  recurso  que  se  está

impugnando.
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Y en este sentido, se observa que por el servicio técnico competente, emisor del informe, se han omitido los

motivos, razones o argumentos en función de los cuales se han asignado a las ofertas técnicas los puntos a

valorar mediante juicios de valor, habiéndose limitado a consignar únicamente la puntuación obtenida por las

distintas ofertas en cada uno de los apartados susceptibles de valoración según prevé el PCAP.

Por consiguiente, la resolución, que incorpora por remisión expresa el informe de valoración, no se ajusta a

lo dispuesto en el artículo 151.4.b) del TRLCSP, el cual afirma que: “La notificación deberá contener, en todo

caso, la información necesaria que permita al licitador excluido o candidato descartado interponer, conforme

al artículo 40, recurso suficientemente fundado contra la decisión de adjudicación. En particular expresará los

siguientes extremos: a) En relación con los candidatos descartados, la exposición resumida de las razones

por  las  que  se  haya  desestimado  su  candidatura.  b)  Con  respecto  de  los  licitadores  excluidos  del

procedimiento de adjudicación, también en forma resumida, las razones por las que no se haya admitido su

oferta.”

Se ha de recordar, además, la doctrina sentada por este Tribunal en torno a la motivación del acuerdo de

adjudicación, según la cual “la motivación no precisa ser un razonamiento exhaustivo y pormenorizado en

todos los aspectos y perspectivas, bastando con que sea racional y suficiente, así como su extensión de

amplitud bastante para que los interesados tengan el debido conocimiento de los motivos del acto para poder

defender sus derechos e intereses, pudiendo ser los motivos de hecho y de derecho sucintos siempre que

sean suficientes” (Resolución 315/2014, 165/2014, 334/2013 y 263/2012).

En consecuencia, procede estimar por el presente motivo el presente recurso, acordando la retroacción de

las actuaciones y practicar una nueva notificación del acuerdo de adjudicación impugnado en el que se haga

constar  las  razones  de  la  exclusión  de  la  oferta  presentada  de  acuerdo  con  los  requisitos  legalmente

exigidos.

Décimo. A pesar de que la  admisión por  este  Tribunal  del  motivo anterior  ya es por  sí  sola  causa de

estimación  del  recurso,  por  mandato  del  artículo  47.2  del  TRLCSP, hemos  de  entrar  a  considerar,  por

economía procedimental, el resto de motivos invocados por el recurrente, pues “la resolución del recurso

estimará  en  todo  o  en  parte  o  desestimará  las  pretensiones  formuladas  o  declarará  su  inadmisión,

decidiendo motivadamente cuantas cuestiones se hubiesen planteado”.

Así, se ha de señalar que la indicación expresa de una marca de ventosa a suministrar en los PPT no es por

sí sola causa que invalide la adjudicación, pues en ningún caso se exige que las ventosas a suministrar

tengan una determinada marca, origen o procedencia, limitándose el PPT a reseñar pormenorizadamente las

características técnicas y materiales de las ventosas a suministrar, cualquiera que sea su procedencia, dado

que el objeto del propio contrato de suministro es el reemplazo de otras válvulas ya en funcionamiento en las

instalaciones de la Mancomunidad, y no se ha probado en qué modo tal indicación expresa limita, o afecta,

en algún modo el principio de libre concurrencia entre los licitadores.
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Decíamos en en las Resoluciones 609/2015, de 29 de junio de 2015, y 699/2015, de 24 de julio de 2015:

“Para  que  exista  una  limitación  en  la  concurrencia  es  necesario  acreditar  que  los  requisitos  técnicos

establecidos en el  pliego  hacen que necesariamente  el  contrato  sólo  pueda ser  adjudicado a un único

licitador, por ser el único capaz de satisfacer tales requisitos, existiendo además otros productos capaces de

satisfacer las necesidades de la Administración de la misma forma.”

Lo mismo cabe decir respecto de la alegación referida a la excesiva puntuación dada por el Órgano de

Contratación  al  tiempo  de  entrega  del  producto  a  suministrar,  pues,  tal  y  como señalamos en  nuestra

Resolución 548/2014, de 18 de julio, “debe partirse de la existencia de un amplio margen de discrecionalidad

para el órgano de contratación a la hora de definir los requisitos técnicos que han de exigirse” [...] “El órgano

de contratación es libre de determinar  qué requisitos técnicos han de ser  cumplidos por los licitadores,

habiendo  señalado  tanto  este  Tribunal,  como  otros  Tribunales  competentes  en  materia  de  contratación

pública, que no puede considerarse contrario a la libre concurrencia el establecimiento de prescripciones

técnicas que se ajusten a las necesidades del órgano de contratación.”

Por último, no hay lugar a admitir el motivo en el que se cuestiona la fórmula aplicada en el informe de

valoración al no explicar debidamente el  recurrente por que causa esta no le resulta entendible o le es

excesivamente compleja.

Por todo lo anterior, VISTOS los preceptos legales de aplicación, ESTE TRIBUNAL, en sesión celebrada en

el día de la fecha, ACUERDA:

Primero. Estimar parcialmente el  recurso interpuesto por D. A.  M. B.,  en representación de la empresa

VÁLVULAS AUTOMÁTICAS ROSS, SA, contra el acuerdo de adjudicación del contrato de suministros de

“ventosas y sus repuestos para la Mancomunidad de los Canales del Taibilla, años 2015-2017, Expediente S-

05/15-11” convocado por el Comité Ejecutivo de la Mancomunidad de los Canales del Taibilla y acordar la

retroacción del expediente de contratación en los términos fijados por el Fundamento de Derecho Noveno de

esta resolución para que se motive adecuadamente la resolución recurrida.

Segundo. Levantar la suspensión del procedimiento de contratación, de acuerdo con el artículo 47.4 del

TRLCSP.

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-

administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional en el plazo dos meses,

a contar desde el día siguiente a la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los

artículos 11.1, letra f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso

Administrativa.
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